
Primero, los ministros del Tri-
bunal Constitucional (TC) escu-
charán los alegatos y, luego, de-
liberarán, zanjando el debate en
torno a los requerimientos que
buscan el cese en el cargo de la
senadora PS Isabel Allende, en el
marco de la fallida compraventa
de la casa de su padre, el expresi-
dente Salvador Allende. 

Esa sesión del Pleno quedó
programada para este jueves a
las 09:30 horas y en ella se revi-
sarán las acciones presentadas
por diputados de Chile Vamos y
del Partido Republicano, quie-
nes acusan a la legisladora de
vulnerar la prohibición consa-
grada en el artículo 60 de la
Constitución, al haber suscrito el
contrato mediante el cual el Es-
tado adquiriría la propiedad del
exmandatario, ubicada en la co-
muna de Providencia, para
transformarla en un museo. 

A partir de los argumentos
presentados tanto por los re-
quirentes como por la defensa
de la senadora, representada
por el abogado Gabriel Osorio,
y también según comentan al
interior de la magistratura, los
ministros deberán definir si se
cumple con la prohibición y, en
consecuencia, si se suscribió o
no el contrato.

n Ausencia de decreto apro-
batorio

Frente a este debate, académi-
cos de distintas especialidades
jurídicas mantienen diferentes
posturas tanto sobre el fondo del
asunto como de los criterios que
los magistrados deberán tener
en consideración.

Por ejemplo, el profesor de
Derecho Administrativo de la U.
Católica de Valparaíso Eduardo
Cordero sostiene que “debemos
tener presente que la compra-
venta es un contrato que se rige
por la legislación común, parti-
cularmente el Código Civil, pero
que tratándose del Estado, sus
órganos y autoridades, se deben
aplicar una serie de normas de
derecho público destinadas a
resguardar la probidad y los re-
cursos públicos”.

En coincidencia con los argu-
mentos de la defensa de Allende,
añade que “en estos procedi-
mientos se exigen un conjunto
de actos administrativos que son
previos a que el contrato se en-

tienda plenamente perfecciona-
do. No basta la escritura autori-
zada ante notario, pues antes de-
be haber un decreto que autorice
la modalidad de trato directo y,
en este caso, se exige además la
revisión de la legalidad de dicho
acto por parte de Contraloría.
Luego, se debe suscribir el con-
trato, pero con carácter ad refe-
rendum, es decir, que está sujeto
a su aprobación posterior por
parte de la autoridad”. 

“Como he señalado, esto últi-
mo no ocurrió: no hubo decreto
que aprobara el contrato ni trá-
mite de toma de razón, por lo
cual resulta difícil sostener que
la compraventa está perfeccio-
nada. En un sentido estricta-
mente formal, el ministerio po-
dría emitir un decreto que no au-
toriza el contrato y, por tanto, el
procedimiento administrativo

habrá terminado sin perfeccio-
nar contrato alguno”, precisa
Cordero. 

n Exigencia de requisitos
no previstos en la Constitu-
ción

Por el contrario, la expresi-
denta del TC Marisol Peña tiene
otra visión sobre el debate. A su
juicio, los requerimientos deben
ser resueltos conforme a crite-
rios de “interpretación constitu-
cional y no de legalidad. En otras
palabras, no se puede acudir a la
ley para hacer decir a la Consti-
tución lo que esta no dice o espe-
cifica”.

En esa línea, la también direc-
tora del Centro de Justicia Cons-
titucional de la U. del Desarrollo
advierte que la postura que afir-
ma la necesidad de un decreto
posterior “no se sostiene, por-

que hace depender la eficacia de
principios constitucionales de
requisitos legales e infralegales.
Además, no se sostiene porque
vulnera la regla del ‘efecto útil’,
que impide dejar sin aplicación
una norma constitucional, sobre
todo exigiendo requisitos de
‘perfeccionamiento’ del contra-
to específico que no están pre-
vistos en la carta”. 

“Más bien —agrega—, las
normas generales aplicables a la
compraventa indican que cuan-
do esta recae sobre inmuebles, el
contrato se entiende celebrado
cuando se ha suscrito, ante nota-
rio, la respectiva escritura públi-
ca de compraventa”.

También precisa que “si se
aprueba o no esa escritura por la
Contraloría con posterioridad o
si se inscribe efectivamente en el
Conservador de Bienes Raíces,

son requisitos de perfecciona-
miento de la compraventa que
no inciden en que esta ya se ha-
bía celebrado”.

n Interpretación “finalista”
y no “literal”

Por su parte, el director del
Doctorado en Derecho de la U.
Diego Portales, Javier Couso,
apunta que el TC debe zanjar la
materia de manera “finalista” y
no “literal”. Y, al respecto, expli-
ca: “Una interpretación finalista
indaga en el fin u objetivo de la
norma. Desde que se incorporó
la norma se sabe que busca evi-
tar la corrupción de
parlamentarios que
tengan por objetivo
enriquecerse apro-
vechándose de la in-
fluencia que les dan
sus altas e influyen-
tes funciones”.

Así, precisa que
“en un caso en que
la venta de la casa en que residió
el expresidente Salvador Allen-
de era pública y notoria, en que
participaban en la operación de
compraventa una serie de auto-
ridades, y en que se trataba de la
adquisición por el Estado de un
inmueble dirigido a un objetivo
razonable y a un precio dentro
del rango de lo habitual, no pare-
ce que, aun si se considerara que
el contrato estaba totalmente afi-
nado, algo que no ocurrió, este-
mos en presencia de la hipótesis
que llevó al constituyente a esta-
blecer algo tan grave como el
desconocimiento de la soberanía
popular, que decidió elegir a la
senadora Isabel Allende en el
cargo”.

Si en lugar de efectuar una in-
terpretación finalista el TC
adopta una interpretación lite-
ral, añade Couso, “se daría la pa-

radoja que de todas maneras de-
berá absolver a la senadora
Allende, porque la letra de la
Constitución dispone que cesará
en el cargo el parlamentario que
‘celebrare’ un contrato con el Es-
tado, y en Derecho Público no
puede entenderse que se ha ‘ce-
lebrado’ un contrato con el Esta-
do hasta que el mismo se en-
cuentre totalmente tramitado, lo
que no ocurrió en este caso”.

n Ambas posturas tendrían
asidero

En tanto, la académica de De-
recho Civil de la U. del Desarro-
llo Lilian San Martín mantiene
una postura más ecléctica, pues
señala que si bien la normativa
vigente, como el decreto ley
1.939, que regula la adquisición
de bienes por parte del Estado,
“no hay una norma que dispon-

ga algo relativo a
los requisitos para
e l p e r f e c c i o n a -
miento de la com-
praventa (…), co-
rresponde, por tan-
to, aplicar lo dis-
puesto en el Código
Civil sobre la mate-
ria”. 

Y detalla que según esta nor-
ma, “el contrato de compraventa
de inmueble se perfecciona, esto
es, adquiere existencia jurídica,
desde que se extiende la escritu-
ra pública en que las partes ex-
presan su voluntad respectiva-
mente de comprar y vender, in-
dicando la cosa y el precio”.

Aunque añade que “un punto
a destacar en este caso, que es
más bien de derecho administra-
tivo, es el rol que tiene la toma de
razón de la Contraloría a efectos
del ‘perfeccionamiento’ del con-
trato, entendido como el mo-
mento a partir del cual el contra-
to adquiere existencia y, por en-
de, eficacia jurídica”. De ser esa
la postura que prime, sostiene,
“es factible afirmar que jurídica-
mente no hay contrato, pues,
mientras no tenga efecto vincu-
lante, él no se ha perfeccionado”.

El jueves, la magistratura revisará las acciones de diputados opositores por fallida compraventa

Especialistas anticipan los caminos del TC ante
requerimientos contra senadora Allende

OLIVER RODRÍGUEZ G.

Tras escuchar los alegatos, el Pleno deberá deliberar si la legisladora vulneró la
prohibición constitucional que determinaría su cese en el cargo. La disyuntiva sería si
regirse por normas de Derecho Civil o Administrativo.

AUDIENCIA
A las 09:00 del jueves
está fijada la audiencia
donde se oirán alegatos

de requirentes y
defensa.El requerimiento fue admitido a tramitación de forma unánime por el Pleno de ministros, quorum que se

repitió para no abrir un término probatorio en la causa y pasar a conocer sobre el fondo del asunto.
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cedentes del expediente e indi-
ferencia a normas de género,
son parte de los argumentos de
los diputados del oficialismo
que pidieron la remoción de
Cooper. 

La admisibilidad del recurso
que será revisado hoy por el
Pleno del máximo tribunal po-
dría dar luz verde al proceso o
terminarlo, indican desde el Po-
der Judicial. También aclaran
que ese debate no abordará el
fondo del caso. 

El fiscal Cooper está prepara-
do para enfrentar este escenario
y hace unos días aseguró ser
“muy respetuoso de las faculta-
des que tiene la Cámara de Di-
putados y el Congreso en gene-
ral, todas las autoridades esta-
mos sujetas a escrutinio, a fisca-
lización, y eso es todo lo que

A casi un mes de la incauta-
ción del teléfono de la diputada
Karol Cariola (PC) en el caso
por eventual tráfico de influen-
cias, siguen las diligencias del
Ministerio Público para despe-
jar si pudo existir tal ilícito al in-
terior de la Municipalidad de
Santiago bajo el mandato de la
exalcaldesa Irací Hassler, que
milita en el mismo partido. 

Una serie de chats recupera-
dos de su celular, en la investi-
gación por la fallida compra de
la clínica Sierra Bella, revelaron
solicitudes de la legisladora pa-
ra ayudar a un “amigo”, el em-
presario chino “Emilio” Bo
Yang, en el trámite de una pa-
tente de alcoholes de la empresa
Chinamart, perteneciente a un
tercero. 

El componente político y los
duros cuestionamientos a dili-
gencias y evidencias reunidas
en la causa han dificultado el
trámite penal que encabeza el
jefe regional de Coquimbo, Pa-
tricio Cooper, contra quien in-
cluso partidos del oficialismo
pidieron su remoción, solicitud
cuya admisibilidad revisará es-
te lunes la Corte Suprema. Fren-
te a ello, el persecutor advierte
que se defenderá. 

A lo anterior se suman caute-
las de garantías de las defensas
y requerimientos para limitar el
acceso a chats contenidos en los
teléfonos incautados a Hassler y
Cariola.

n Divulgación de datos y
normas de género, entre
argumentos de diputados

Presunta desproporcionali-
dad en el allanamiento donde se
le incautó el teléfono a la dipu-
tada Cariola, errores en el infor-
me policial que fundó la medida
intrusiva, divulgación de ante-

voy a decir al respecto, y me de-
fenderé ante la Corte Suprema
en tiempo y forma”.

n Ofician sobre patente y
compra de árbol navideño

Los cuestionamientos enmar-
can las diligencias que ordena el
persecutor por estos días. Entre
los últimos antecedentes a los
que pudo acceder se encuentran
los remitidos por el alcalde de
Santiago, Mario Desbordes. 

En cumplimiento del oficio
que a inicios de marzo le envió
Cooper, el edil respondió con la
entrega de información a través
del equipo jurídico del munici-
pio.

Según pudo confirmar este
medio, ya le habría hecho llegar
la patente de alcoholes de Chi-
namart y los hechos que rodea-

ron su tramitación, la que final-
mente fue rechazada. La empre-
sa cuenta, eso sí, con la patente
para su funcionamiento. 

En parte de un memorán-
dum, del 25 de marzo de 2025,
que se hizo llegar al Ministerio
Público, se deta-
lla que “la paten-
te comercial en
cuestión se man-
tuvo vigente du-
rante los perío-
dos comprendi-
dos entre el 22 de
d i c i e m b r e d e
2022 y 22 de diciembre de
2023”. 

Respecto de las donaciones
navideñas de diciembre de
2022, el municipio también en-
tregó detalles. Este es un punto
de interés para la fiscalía, que

revisa si estos aportes se relacio-
naban con una eventual contra-
prestación respecto de los favo-
res que supuestamente se pidie-
ron en la alcaldía. 

Sobre el punto, se aclaró que
estaban relacionadas con una
empresa denominada Leao, se-
gún se lee en un documento que
se hizo llegar al Ministerio Pú-
blico: “Apruébese el contrato de
comodato suscrito con fecha 19
de diciembre de 2022 entre la
Municipalidad de Santiago, re-
presentada por su alcaldesa do-
ña Irací Hassler, y la empresa So-
ciedad Productora de Eventos y
Entretenimientos Leao S.A.”.

n Viaje de defensa en bus-
ca de copia forense

Un hito en la indagatoria lo
marcó recientemente la orden del
7º Juzgado de Garantía de San-
tiago que reguló la extracción del
contenido del teléfono de Cario-
la, con discriminación de la men-
sajería privada y bajo la directa
intervención de la defensa.

Así, para esta semana se espe-
ra que el abogado Juan Carlos
Manríquez pueda concurrir
hasta la Fiscalía Regional de Co-
quimbo para obtener el conteni-
do total del celular de su repre-
sentada, el cual podrá revisar
para determinar cuáles son los
mensajes que no tienen interés
criminalístico en el caso. En el
caso de que su apreciación se
contraponga al criterio de la fis-

calía, su incorpo-
ración como evi-
dencia deberá ser
discutida en un
tribunal. 

Para concretar
esta diligencia, la
defensa recibió
i n s t r u c c i o n e s

acerca del soporte técnico que
deberá adquirir para el almace-
namiento de esa información:
un disco duro que, además, de-
be leer un computador con ca-
pacidad para revisar archivos
de gran magnitud. 

Mediante su equipo jurídico, Municipalidad de Santiago cumple solicitud del Ministerio Público:

Desbordes envía informe a fiscalía por
caso Cariola y Corte revisará hoy si
tramita petición de remoción de fiscal

LORENA CRUZAT 

El persecutor regional de Coquimbo, Patricio Cooper, quien encabeza la investigación
por presunto tráfico de influencia, dice que se defenderá “en tiempo y forma”. 

DECLARACIÓN
Una diligencia relevante en
el caso es la solicitud para
que declare el empresario

chino “Emilio” Yang. 

La diputada Karol Cariola y la exalcaldesa de Santiago Irací Hassler consiguieron que se fijara un procedi-
miento para que las defensas pudieran limitar el acceso a la mensajería recuperada de los teléfonos incautados. 
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La instalación de barricadas y
el lanzamiento de artefactos in-
cendiarios y de fuegos artificia-
les contra efectivos policiales
marcaron la última jornada del
día del “joven combatiente” que,
al igual como ocurrió el año pa-
sado, solo tuvo algunos episo-
dios de desmanes aislados. 

El subsecretario del Interior y
nuevo ministro de Seguridad
Pública —cargo que asumirá
mañana—, Luis Cordero, co-
mentó en el programa “Estado
Nacional” de TVN que el total
de detenidos fue “más de cien
(…) y solo en la Región Metro-
politana son 80”, lo que se tra-
dujo, agregó, a que en propor-
ción a 2024 “aumentó significa-
tivamente”, lo que se debe a que
“Carabineros hoy día tiene una
estrategia que no es ir a la deten-
ción general, sino ir a la deten-
ción específica”, precisó.

Se trata de una cifra mayor que
la entregada previamente en su
balance preliminar por la policía
uniformada, que había cifrado en
42 los aprehendidos —dos de
ellos menores de edad— por de-
sórdenes y otros delitos, como
también en controles preventi-
vos, al tener órdenes vigentes.

También señalaron que los
principales puntos de desórde-
nes en la Región Metropolitana
estuvieron en las comunas de Es-
tación Central —en Villa Fran-
cia—, Huechuraba, Cerro Navia,
San Bernardo y Peñalolén.

Cordero también destacó que
en esta última jornada, entre la
noche del sábado y la madruga-
da del domingo, “prácticamente
no tuvimos eventos de relevan-
cia”, ya que “no se atacó a nin-
gún cuartel, no hay carabineros
heridos ni lesionados, tampoco
hay civiles lesionados”.

En todo el país: 

Más de cien
detenidos
hubo en día
del “joven
combatiente”

De ellos, 80
corresponden a
Santiago.
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